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v. 

 
 

LORENZO GONZÁLEZ MALAVÉ 
 

Peticionario 

 

 

 
 
 

 
 

KLCE202000070 

 
Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 
Superior de Cabo 
Rojo  

 
Caso Núm. 

14TR201900054 
 
Sobre: Art. 7.02 de la 

Ley Núm. 22-2000  
 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa, y el Juez Pagán Ocasio 

 
Pagán Ocasio, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

I. 

 El 21 de enero de 2020, el señor Lorenzo González Malavé 

(señor González Malavé o el peticionario) sometió ante este foro 

apelativo un documento que intituló Apelación. En éste, nos solicitó 

que revoquemos el fallo de culpabilidad que emitió el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior Limitado de Cabo Rojo (TPI), el 4 

de noviembre de 2019. En torno a esa determinación, el peticionario 

había presentado una Moción de Reconsideración ante el TPI, en la 

que le pidió que reconsiderara el fallo emitido, lo dejara sin efecto y 

que señalara un nuevo juicio. En síntesis, el señor González Malavé 

arguyó que, dado a que un testigo suyo era sospechoso de haberse 

apropiado ilegalmente de un dinero que le pertenecía a la secretaria 

jurídica de la Jueza que presidió los procedimientos, debía 

celebrarse un nuevo juicio, de forma que se le garantice un proceso 

justo e imparcial. El 26 de noviembre de 2019, notificada el 27 de 

noviembre de 2019, el TPI emitió una Resolución mediante la cual 

declaró “No Ha Lugar” la Moción de Reconsideración y aclaró que no 
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había ordenado “que se investigara el asunto. Lo que refirió es que 

siguiere el curso normal de una querella”.   

 En la misma fecha en que fue radicado el caso de autos, el 

peticionario presentó una Moción en Auxilio de Jurisdicción y/o 

Trámite Expedito. En síntesis, el señor González Malavé alegó que 

la vista de imposición de sentencia estaba pautada para el 23 de 

enero de 20201 y que, como estaba pendiente el presente recurso 

ante este foro ad quem, debíamos paralizar los procedimientos en el 

TPI.  

 En atención a los escritos presentados y de forma inmediata, 

el 21 de enero de 2020 emitimos una Resolución, en la que 

concluimos que el recurso que nos ocupa no era una apelación sino 

una petición de certiorari.2 Además, le concedimos al Pueblo de 

Puerto Rico, por conducto de la Oficina del Procurador General, 

hasta el 22 de enero de 2020, a las 11:00 am para exponer su 

posición en torno a la Moción en Auxilio de Jurisdicción y/o Trámite 

Expedito.  

 El 22 de enero de 2020, a las 10:47 am, el Pueblo de Puerto 

Rico sometió un Escrito en Cumplimiento de Orden y Solicitud de 

Desestimación. Adujo que debíamos denegar la Moción en Auxilio 

de Jurisdicción y/o Trámite Expedito, ya que no se cumplió con los 

criterios aplicables, pues “el peticionario no sufrirá un daño 

irreparable si no se detiene los procedimientos, ya que solo falta 

emitirse la sentencia y podrá presentar una apelación[…]”. A su vez, 

arguyó que la petición de certiorari debía ser desestimada por 

haberse presentado de forma tardía y que tampoco cumplía con los 

 
1 Como señaló el Pueblo de Puerto Rico en su Escrito en Cumplimiento de Orden 

y Solicitud de Desestimación y hemos podido corroborar en la página cibernética 

de la Rama Judicial, la vista estaba señalada para el 22 de enero de 2020.  
2 En vista de que se trata de una petición de certiorari, en esa misma Resolución 

se le ordenó a la Secretría del Tribunal de Apelaciones identificar el recurso con 

el alfanumérico correspondiente. Posteriormente, la Secretaría identificó el caso 

como KLCE202000070. 
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criterios de la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XII-B. R. 40. 

II. 

El Art. 4.002 de la “Ley de la Judicatura de 2003”, Ley Núm. 

201-2003, según enmendada, establece que el Tribunal de 

Apelaciones tendrá jurisdicción y competencia para revisar “…como 

cuestión de derecho, las sentencias finales del Tribunal de Primera 

Instancia, así como las decisiones finales de los organismos y 

agencias administrativas y de forma discrecional cualquier otra 

resolución u orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia.”3 

Asimismo, el inciso (b) del Art. 4.006 de la citada Ley4 dispone que 

este tribunal podrá atender mediante auto certiorari, expedido a su 

discreción, cualquier resolución u orden emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia. 

 En otro extremo, la Regla 194 de las de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 194, dispone, en lo pertinente a la 

controversia del presente caso, que:  

Si cualquier parte solicitare la reconsideración de la 
sentencia o del fallo condenatorio dentro del término 
improrrogable de quince (15) días desde que la sentencia fue 
dictada, el término para radicar el escrito de apelación o de 
certiorari quedará interrumpido y el mismo comenzará a 
partir de la fecha en que se archive en autos la notificación 
de la resolución del tribunal adjudicando la moción de 
reconsideración. 
 

En otra vertiente, la Regla 32 (D) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, supra, R. 32 (D), establece que una petición de 

certiorari para revisar cualquier orden o resolución interlocutoria del 

Tribunal de Primera Instancia se formalizará mediante la 

presentación de una solicitud dentro del término de cumplimiento 

estricto de treinta (30) días siguientes a la fecha del archivo en autos 

de una copia de la notificación de la resolución u orden recurrida.  

 
3 4 LPRA sec. 24u. 
4 4 LPRA sec. 24y. 
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En cuanto a los términos de cumplimiento estricto, nuestro 

Máximo Foro ha expresado que el tribunal apelativo “[…]no goza de 

discreción para prorrogar tales términos automáticamente”. Rojas 

v. Axtmayer Enr. Inc., 150 DPR 560, 564 (2000). Como 

mencionamos, la parte que solicita que se extiendan debe demostrar 

justa causa para su tardanza. Íd. Recordemos que la justa causa no 

puede ser cualquier excusa, sino que la acreditación de ésta “[…]se 

hace con explicaciones concretas y particulares -debidamente 

evidenciadas en el escrito- que le permitan al tribunal concluir que 

hubo una excusa razonable para la tardanza o la demora.” Soto 

Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 92 (2013); Febles v. Romar, 

159 DPR 714, 720 (2003). 

Consecuentemente, el Tribunal Supremo ha expresado que 

los tribunales tenemos siempre la obligación de ser celosos 

guardianes de nuestra propia jurisdicción, pues sin jurisdicción no 

estamos autorizados a entrar a resolver los méritos un 

recurso.  Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122-123 (2012); 

Cordero et al. v. A.R.Pe. et al., 187 DPR 445, 457 (2012); Peerless 

Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 250 (2012).  “Las 

cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben ser resueltas 

con preferencia, y de carecer un tribunal de jurisdicción lo único 

que puede hacer es así declararlo”.  Autoridad sobre Hogares v. 

Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950). Véase, además, Pérez Rosa 

v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 222 (2007); Carattini v. Collazo 

Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). El tribunal debe 

hacer debe desestimarse la reclamación “sin entrar en los méritos 

de la cuestión ante sí”.  Moreno González v Cooperativa de Ahorro 

y Crédito de Añasco, 178 DPR 854 (2010); González Santos v. 

Bourns P.R., Inc., 125 DPR 48, 63 (1989).   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que la falta 

de jurisdicción tiene las siguientes consecuencias: 
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  (1) no es susceptible de ser subsanada; (2) las partes 
no pueden voluntariamente conferírsela a un tribunal como 
tampoco puede éste arrogársela; (3) conlleva la nulidad de 
los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el 
ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) 
impone a los tribunales apelativos el deber de examinar la 
jurisdicción del foro de donde procede el recurso, y (6) puede 
presentarse en cualquier etapa del procedimiento, a 
instancia de las partes o por el tribunal motu 
proprio.  González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 
848, 855 (2009); Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 
DPR 314, 326 (1997).   

 

Como ha expresado nuestro Tribunal Supremo, un recurso 

tardío priva de jurisdicción al tribunal al cual se recurre. Yumac 

Home v. Empresas Masso, 194 DPR 96, 107 (2016). La 

presentación de éste carece de eficacia y, por ende, no produce efecto 

jurídico, toda vez que en el momento que fue presentado no había 

autoridad judicial alguna para acogerlo. S.L.G. Szendrey-Ramos v. 

F. Castillo, 169 DPR 863, 883 (2007); Juliá et al. v. Epifanio 

Vidal, S.E., 153 DPR 357, 366-367 (2001). Por tal razón, un 

tribunal que carece de jurisdicción solamente tiene autoridad para 

así declararlo y desestimar el caso. Mun. de San Sebastián v. QMC 

Telecom, 190 DPR 652, 660 (2014); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, supra, pág. 883. Es menester señalar que un recurso 

tardío “[…]priva fatalmente a la parte de presentarlo nuevamente, 

ante ese mismo foro, o ante cualquier otro”. Yumac Home v. 

Empresas Masso, ante, pág. 107. 

A tenor con los principios antes reseñados, la Regla 83 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 83, nos autoriza 

a que, “a iniciativa propia”, desestimemos un recurso por falta de 

jurisdicción. 

III. 

En el presente caso, la Resolución recurrida fue notificada el 

27 de noviembre de 2019. Sin embargo, la petición de certiorari fue 

radicada el 21 de enero de 2020, a saber, veinticinco (25) días luego 

de vencido el término de treinta (30) días, que contempla la Regla 32 

(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, para acudir 
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ante este foro apelativo. A pesar de que ese término es de 

cumplimiento estricto, el señor González Malavé no justificó, de 

forma concreta y particular, tal dilación. Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra, pág. 92.   

En vista de ello, la petición de certiorari fue presentada fuera 

del término dispuesto en la Regla 32 (D) de nuestro Reglamento y, 

por lo tanto, carecemos de jurisdicción para atenderla. Según 

reseñamos, un recurso tardío carece de eficacia, toda vez que en el 

momento en que fue presentado no había autoridad judicial para 

acogerlo. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra, pág. 883. 

En consecuencia, procede declarar No Ha Lugar la Moción en Auxilio 

de Jurisdicción y/o Trámite Expedito y desestimar la petición de 

certiorari.  

IV. 

Por los fundamentos expresados, declaramos No Ha Lugar la 

Moción en Auxilio de Jurisdicción y/o Trámite Expedito y 

desestimamos la petición de certiorari por falta de jurisdicción.  

Notifíquese inmediatamente a las partes y al Tribunal de 

Primera Instancias, Sala Superior Limitado de Cabo Rojo. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

  


